RESOLUCIÓN

Comercio de proximidad, vecindarios y grandes superficies comerciales.
Desde la CEAV entendemos la promoción del comercio de proximidad imprescindible para los barrios de las ciudades y pueblos del Estado español. Apostamos por un modelo de ciudad consolidada, en que prime el interés general, donde los usos de suelo no se reduzcan al meramente residencial, abocando a simples barrios dormitorio. Apostamos por la multiplicidad de usos en la trama urbana y, por tanto, también el comercial. 
El desarrollo del pequeño comercio y proximidad, frente al de las grandes superficies de la periferia, lleva aparejadas bondades medioambientales, limitando largos desplazamientos que representan una fuerte carga contaminante y una mayor congestión del tráfico rodado. También fortalece la cohesión social y las buenas prácticas, frente a otras que enfatizan la cultura consumista. Ayuda al mantenimiento de la calle como espacio público, de convivencia y con seguridad. Y promueve una oferta de trabajo digna y estable.
En los vecindarios populares la mayoría de su comercio presenta una forma jurídica de persona física, el régimen de tenencia más habitual del local es en alquiler, la superficie de venta resulta inferior a los 75 m2, el sistema de venta se centra en mostrador y cuenta con uno o dos trabajadores (incluido el titular) por negocio. 
Tras la crisis económica de los últimos años, gran parte de los comerciantes no ha realizado inversiones y tampoco presentan intención de invertir en el futuro próximo, disminuyendo el personal contratado. Por tanto las medidas que desarrollarán a corto y medio plazo pasarán por el mantenimiento del establecimiento en circunstancias similares a las actuales. La edad media del colectivo en los barrios supera los 45 años y un porcentaje importante tienen intención de jubilarse. La mayor parte de los comercios abrieron entre 1980- 1999 y únicamente una exigua cantidad desde 2010. Además los comerciantes declaran una disminución de su facturación desde el inicio de la crisis y lamentablemente desde 2009 cerraron más del 20% de los establecimientos.
Pese a todo lo expuesto algunos pretenden impulsar las grandes superficies comerciales en la periferia de la ciudad, vinculadas en muchas ocasiones a la insostenible cultura del ocio consumista, y de titularidad de fondos de inversión multinacionales carentes de implicación con el territorio. De hecho los comerciantes de barrio catalogan a este tipo de equipamientos la mayor amenaza para su supervivencia. 
El comercio o servicio de distribución, según la Directiva 2006/123/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 12 de diciembre de 2006, relativa a los servicios en el mercado interior, queda regulado teóricamente para proteger al consumidor y salvaguardar equilibrios entre formatos comerciales, en aras de la libre competencia. Y, lamentablemente, obviando el interés general de la ciudadanía, sus ciudades, regiones y estados, e imponiendo la primacía de las consideraciones económicas sobre las territoriales y ambientales. 
Las normativas autonómicas de progreso de las décadas de los años 80 y 90 del pasado siglo en materia de ordenación de equipamientos comerciales se han visto cercenadas por el ordenamiento comunitario y estatal (Ley 17/2009, de 23 de noviembre, sobre el libre acceso a las actividades de servicios y su ejercicio, Ley 12/2012, de 26 de diciembre, de medidas urgentes de liberalización del comercio y de determinados servicios y la actualización de 2016 de la Ley 7/1996, de 15 de enero, de Ordenación del Comercio Minorista). 
En conclusión: la contrarreforma liberalizadora y desreguladora en materia comercial que invade gran parte de Europa, y también España, liquida el interés general y su reflejo en la protección medioambiental, la ordenación del territorio, el urbanismo sostenible y la cohesión social. 
Por todo lo anterior, aprobamos la siguiente resolución. 
1.- Demandar de los Gobiernos de la Nación, de las diferentes Comunidades Autónomas y de las entidades locales medidas de apoyo al comercio de proximidad, a sus entidades asociativas y al movimiento vecinal. 
2.- Requerir a los diferentes parlamentos, también el europeo, adopten las medidas legislativas oportunas que impulsen el comercio de proximidad frente a la implantación de nuevas grandes superficies comerciales, en aras del interés general, la protección medioambiental, la ordenación del territorio, el urbanismo sostenible y la cohesión social. 
